PROYECTO DE LEY

El Senado y La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

Sancionan con fuerza de

LEY

ARTICULO 1º: Modifíquese el artículo 1 de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 1º: La asistencia de los procesados, la asistencia y/o tratamiento de los procesados que adhieran al “Programa de Trabajo y Educación” y la asistencia y/o tratamiento de los condenados a penas privativas o restrictivas de la libertad y/u otras medidas de seguridad, de tratamiento o de otro tipo dispuestas por la autoridad competente, como así la actividad y orientación post penitenciaria, se regirán por las disposiciones de la presente Ley. Su aplicación deberá ser enmarcada en el respeto por las Reglas Mínimas para el tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas, las cuales configuran pautas fundamentales a las que debe adecuarse toda detención.” 
ARTICULO 2º: Modifíquese el artículo 9º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 9º: Los procesados y condenados gozarán básicamente de los siguientes derechos:

1) Atención y tratamiento integral para la salud.

2) Convivencia en un medio que satisfaga condiciones de salubridad e higiene.

3) Vestimenta apropiada que no deberá ser en modo alguno degradante o humillante.

4) Alimentación que cuantitativa y cualitativamente sea suficiente para el mantenimiento de la salud.

5) Comunicación con el exterior a través de:

a) Visitas de familiares y demás personas que establezca la reglamentación. Envío y recepción de correspondencia y comunicaciones telefónicas a su costa.

b) Lectura de diarios, revistas, libros y otros medios de información social permitidos. Las condiciones en que los procesados y condenados podrán participar en emisiones radiales, televisivas, conferencias y otros medios, deberán ser previamente establecidas por el servicio penitenciario y su participación expresamente autorizada por el Juez competente.

6) Educación, trabajo, descanso y goce de tiempo libre.

7) Ejercicio libre de culto religioso.

8) Ilustración sobre las particularidades y reglas disciplinarias dentro del régimen en el que se los ha incluido, para lo cual se les deberá informar amplia y personalmente, entregándoseles una cartilla explicativa al momento de su ingreso a cada modalidad.

9) Asesoramiento legal sobre cualquier procedimiento que resulte de la aplicación de la presente y que los involucre.

10) Peticionar, ante las autoridades del establecimiento, en debida forma.

Los derechos enumerados en el presente artículo tienen por finalidad primordial lograr un mejor y más efectivo proceso de revinculación social de los internos con el medio libre a su egreso. 

En tal sentido el Ministerio de Justicia podrá, durante el periodo de privación de la libertad, realizar con el interno y/o con su grupo familiar o conviviente, todas aquellas acciones de asistencia y/o tratamiento dirigidas a tal fin a través del Servicio Penitenciario y/o del Patronato de Liberados sin perjuicio de lo determinado en los artículos 161 y 166.” 

ARTICULO 3º: Modifíquese el artículo 20º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 20º: La detención y/o arresto domiciliario o cualquier otra medida sustitutiva o alternativa a cumplirse total o parcialmente fuera de los establecimientos penitenciarios, será supervisada conforme las pautas elaboradas desde el Ministerio de Justicia por el Patronato de Liberados ó el Servicio Penitenciario.”

ARTICULO 4º: Modifíquese el artículo 31º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 31º: El Servicio Penitenciario adoptará las medidas necesarias para mantener, fomentar y mejorar la educación facilitando instalaciones, bibliotecas, salas de lectura y materiales necesarios para la implementación de los planes de educación.

A los fines de dar continuidad a todas las acciones educativas realizadas durante el tiempo de privación de la libertad, por intermedio de la Dirección General de Cultura y Educación, se arbitrarán los mecanismos pertinentes para contar con la matricula, en los establecimientos educativos de nivel primario y medio que permita al momento del egreso de un interno su incorporación al sistema formal.”

ARTICULO 5º: Modifíquese el artículo 53º de la ley 1225 el que quedará redactado de la siguiente manera:
“ARTICULO 53º: El interno y su defensor deberán ser informados de la infracción que se le imputa al primero, a fin de tener la oportunidad de presentar descargos, ofrecer prueba y ser recibido en audiencia por el jefe o funcionario responsable antes de proceder a dictar la resolución, la que en todos los casos será fundada y dictada en el plazo máximo de dos días”.

ARTICULO 6º: Modifíquese el artículo 55º de la ley 1225 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 55º: La notificación de la sanción impuesta deberá estar a cargo de algún miembro del personal directivo del establecimiento. El interno y su defensor serán informados de sus fundamentos y alcances. En el mismo acto se le hará saber al primero el derecho a interponer recurso ante la autoridad administrativa o judicial según corresponda.” 

ARTICULO 7º: Modifíquese el artículo 73º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO  73º: El movimiento y distribución de los procesados corresponderá al Servicio Penitenciario con comunicación al juez competente.

Si el cambio implicare el agravamiento de la modalidad de detención, la medida deberá ser solicitada previa y fundadamente por la autoridad administrativa al juez competente quien resolverá, con vista a la defensa.”

ARTICULO 8º: Modifíquese  el artículo 98º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 98º. El movimiento, distribución, cambio de régimen y modalidades de los condenados corresponderá al Servicio Penitenciario, con comunicación al Juez de Ejecución o Juez competente.

Si el cambio  implicare el paso de régimen semi-abierto al régimen cerrado y/o de la modalidad amplia a la limitada, o de la modalidad moderada a la severa, la medida deberá ser solicitada previa y fundadamente por la autoridad administrativa al juez competente quien resolverá, con vista a la defensa.

De igual forma se procederá cuando razones de necesidad o urgencia ameriten el cambio desde el régimen abierto hacia el semi-abierto o cerrado.”

ARTICULO 9º: Modifíquese  el artículo 100º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 100º. El Juez de Ejecución o Juez competente autorizará el ingreso al régimen abierto y las salidas transitorias de los condenados previo el asesoramiento de la Junta de Selección, en base a la evaluación criminológica. Este  asesoramiento no podrá ser suplido por ningún otro equipo interdisciplinario ni grupo de admisión y seguimiento del establecimiento en que se encuentran alojados.

El Juez de Ejecución o Juez competente podrá, asimismo por resolución fundada, tomar una decisión que se aparte del resultado de la Junta de Selección.

Para la concesión de las salidas transitoria se requiere:

1) Estar comprendido en alguno de los siguientes tiempos mínimos de ejecución:

a. Pena temporal sin la accesoria del artículo 52 del Código Penal: mitad de la condena;

b. Penas perpetuas sin la accesoria del artículo 52 del Código Penal: quince años;

c. Accesoria del artículo 52 del Código Penal, cumplida la pena: tres años.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos que anteceden, no podrá otorgarse el beneficio del ingreso al régimen abierto y las salidas transitorias a aquellos condenados por los siguientes delitos:

1) Homicidio agravado (artículo 80 del Código Penal).

2) Delitos contra la integridad sexual (Título 3 del Código Penal).

3) Privación ilegal de la libertad coactiva seguida de muerte (artículo 142 bis último párrafo, del Código Penal).

4) Tortura seguida de muerte (artículo 144 tercero inciso 2) del Código Penal).

5) Homicidio en ocasión de robo (artículo 165 del Código Penal).

6) Incendio y otros estragos seguidos de muerte (artículo 186 inciso 5) del Código Penal).

Del mismo modo los condenados por alguno de los delitos reseñados precedentemente, no podrán obtener los beneficios de la libertad asistida, prisión discontinua o semidetención, salidas transitorias y salidas a prueba detallados en los artículos 104, 123, 146 y 160, respectivamente, de la presente Ley.

El único beneficio que podrán obtener los condenados por los delitos reseñados en los incisos 1) a 6) del presente artículo y en los últimos seis (6) meses de su condena previa al otorgamiento de la libertad condicional si correspondiere, es el de salidas transitorias a razón de un (1) día por cada año de prisión cumplida en los cuales haya efectivamente trabajado o estudiado, siempre que se cumplimenten las condiciones establecidas en el primer párrafo del presente artículo.

Para obtener este beneficio mediante el estudio, en sus diferentes modalidades el condenado deberá aprobar las evaluaciones a las que será sometido y demás condiciones imperantes en los artículos 31 a 33 de esta Ley.

A los fines enunciados anteriormente, se considerará trabajo realizado a la labor efectivamente prestada por el condenado bajo la dirección y control del Servicio Penitenciario de acuerdo a lo establecido en los artículos 34 a 39 de la presente.

Este beneficio no es acumulable, cuando el trabajo y el estudio se realicen simultáneamente.”

ARTICULO 10º: Modifíquese  el artículo 105º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO  105º: El Juez de Ejecución o Juez competente a pedido del condenado, con el asesoramiento de la Junta de Selección fundado en el informe de los grupos de admisión y seguimiento podrá disponer su incorporación al régimen de libertad asistida. En caso de denegatoria, la resolución que recaiga deberá ser fundada.

El Juez de Ejecución o Juez competente podrá asimismo por resolución fundada, tomar una decisión que se aparte del resultado de la Junta de Selección.”

ARTICULO 11º: Modifíquese  el artículo 115º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 115º: La pena domiciliaria prevista en el artículo 10 del Código Penal o cualquier otra medida sustitutiva o  alternativa a cumplirse total o parcialmente fuera de los establecimientos penitenciarios, será supervisada conforme las pautas elaboradas desde el Ministerio de Justicia por el Patronato de Liberados ó el Servicio Penitenciario.”

ARTICULO 12º: Modifíquese  el artículo 146º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 146º: Salidas Transitorias. Las salidas transitorias en este régimen se otorgarán, bajo las condiciones previstas en el artículo 100 de la presente Ley, por razones familiares, sociales o de trabajo, a los fines de cumplimentar los programas de tratamiento que tuviere indicado.

ARTICULO 13º: Modifíquese  el artículo 161º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 161º: Las expresiones liberado o tutelado comprenden sin perjuicio de lo que eventualmente disponga la legislación, indistintamente a toda persona que por disposición judicial deba estar bajo tutela, asistencia, tratamiento y/o control del Patronato de Liberados: 

a)
liberados condicionales, 

b)
condenados condicionales, 

c)
eximidos de prisión, 

d)
excarcelados, 

e)
condenados con libertad asistida, 

f)
probados con suspensión del proceso,

g)
todo aquél que deba cumplir medidas o penas sustitutivas de prisión,

h)
liberados ó tutelados cumplidos, 

i)
todas aquellas personas que habiendo sido sometidos a proceso penal resultaren absueltos ó sobreseídos.

En los casos mencionados en los incisos h) e i), el Patronato prestará asistencia y/o tratamiento durante un lapso no mayor de dos años, a contar desde la fecha de la solicitud y siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

1)
que el requirente haya sufrido privación de su libertad por un lapso continuo  no inferior a  doce (12) meses.

2)
que dicha asistencia y/o tratamiento resulten necesarios.

2)
que haya sido requerida por el interesado.

4)
que tal solicitud haya sido impetrada dentro de los dos (2) años del cumplimiento de la medida judicial en el inciso h) o de la sentencia absolutoria o del sobreseimiento en el inciso i).”

ARTICULO 14º: Modifíquese  el artículo 167º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 167º: La asistencia será personalizada y dirigida en forma directa e inmediata al tutelado y, cuando las circunstancias así lo justifiquen, al grupo familiar de inserción social o de influencia directa. En cada caso se deberán realizar todas las gestiones necesarias y conducentes a fin de procurar, entre otros aspectos:
1) La orientación hacia la capacitación e inserción laboral.

2) La conservación y el mejoramiento de las relaciones con su núcleo familiar, en la medida que fuera compatible con su tratamiento.

3) El establecimiento de relaciones con personas e instituciones que faciliten y favorezcan las posibilidades de integración social.

4) La obtención de documentación personal y de la seguridad social.

5) El suministro de alimentos, medicamentos, vestimenta, alojamiento, asistencia médica y psicológica, etc., según las posibilidades del Patronato.

6) El asesoramiento jurídico.

7) El traslado al lugar de residencia, de trabajo o de asistencia médica.

8) La orientación hacia la alfabetización y continuación de estudios primarios, secundarios, terciarios o universitarios.

9) La orientación sobre la necesidad de asistencia y/o tratamiento médico y/o psicológico cuando el caso así lo indique.

10) La prevención de conductas de riesgo personal o social.

11) El acompañamiento en las distintas etapas del proceso de inserción social, con especial acento en el fortalecimiento de su sentido crítico.

La tarea de asistencia por parte del Patronato prevista en el presente artículo deberá abarcar especialmente todas aquellas acciones orientadas a lograr el proceso de inclusión social postpenitencia, en el periodo inmediato al egreso carcelario de las Unidades del Servicio Penitenciario Bonaerense.”

ARTICULO 15º: Modifíquese  el artículo 167º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 170º: El Patronato de Liberados podrá proponer y/o aconsejar al Poder Ejecutivo sobre la conveniencia del otorgamiento de la conmutación de pena de sus tutelados, comunicando tal circunstancia al Juez de Ejecución o Juez competente.

Del mismo modo podrá poner en conocimiento del Juez competente aquellos casos en los que de la evaluación profesional efectuada por cualquier motivo por parte del Patronato surgiera que la finalidad ultima de revinculación social del interno podría cumplirse con mayor efectividad en el medio libre, bajo alguna de las modalidades legalmente previstas.”

ARTICULO 15º: Modifíquese  el artículo 176º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 176º: El Patronato de Liberados procurará capacitar al tutelado para el ejercicio de una profesión u oficio, por medio de subsidios o aportes directos en dinero o en especies, con o sin reintegro. En tal sentido, se deberán articular los mecanismos pertinentes con el Servicio Penitenciario para lograr la necesaria continuidad  de la capacitación laboral adquirida por el tutelado en el medio penitenciario.”

ARTICULO 16º: Modifíquese  el artículo 179º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“ARTICULO 179º: El Patronato de Liberados podrá solicitar a las empresas privadas, organizaciones gremiales, sindicales, cámaras empresariales, entidades profesionales, instituciones educativas, etc;  empleo, ocupación y/o capacitación laboral para sus tutelados y/o integrantes de su grupo familiar.”

ARTICULO 17º: Modifíquese  el artículo 196º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 196º: Las autoridades correspondientes del Ministerio de Seguridad, instrumentarán los mecanismos pertinentes a los fines de comunicar al Patronato de Liberados dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de producida, toda detención de personas con el objetivo de verificar si se trata de un liberado que se encuentre bajo su tutela.”

ARTICULO 18º: Modifíquese el artículo 208º de la ley 12256 el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 208º: Cuando un liberado viere de cualquier modo dificultada o impedida la obtención de una licencia, título o habilitación para el ejercicio de oficios, arte, industria, profesión o empleo por la sola razón de sus antecedentes penales, podrá por sí o a través del Patronato de Liberados solicitar al Juez de Ejecución o Juez competente que ordene a los organismos respectivos la expedición de aquellos.”
ARTICULO 19º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

La delicada situación carcelaria y penitenciaria, nos hace poner nuevamente a prueba al tener que tomar decisiones importantes en materia legislativa, no solo por la situación actual  que atraviesan los privados de libertad en nuestras cárceles, sino fundamentalmente por la responsabilidad que significa adecuar definitivamente la normativa provincial vigente ( ley 12256) a la ley vigente a nivel federal nº 24660, cumpliendo la manda que ordenó la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al momento de resolver el Habeas Corpus interpuesto por el titular del CELS, VERBITSKY, HORACIO.

El dictado por parte del Congreso Nacional de la Ley 24660, estableció los estándares mínimos de protección de los derechos que deben ser respetados por las autoridades provinciales durante la detención para que esta sea legal y legítima y para asegurar, de esta manera, el cumplimiento por parte de la provincia de Buenos Aires de la Constitución Nacional y de los pactos internacionales de derechos humanos a ella incorporados.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, reafirmó que la Constitución Nacional obliga a brindar a las personas privadas de su libertad un trato digno y que es rol de los jueces controlar que esto se cumpla. Asimismo, ratificó la vigencia de los pactos internacionales incorporados a la Constitución Nacional y sostuvo que las Reglas Mínimas de Tratamiento de Reclusos impartidas por las Naciones Unidas constituían el estándar internacional al que debe ajustarse la detención de las personas.

En segundo lugar la Corte sostuvo que la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad (ley nro. 24.660) sancionada en el año 1996 constituye el marco mínimo al que las provincias deben ajustar su normativa en materia de ejecución de la pena. Recordó que esta ley obligaba a las provincias a revisar la legislación y las reglamentaciones penitenciarias y a adecuarlas a su contenido. Por considerar que la normativa de la provincia de Buenos Aires no satisfacía este estándar mínimo, exhortó al Poder Ejecutivo Local y al Poder Legislativo Local a ajustar la legislación provincial de ejecución penal a los estándares mínimos internacionales que sí recepta la ley nacional.

          Con las reformas que aquí se plantean no solo adecuamos la normativa provincial a la nacional vigente en cuanto a los standares mínimos, sino que proponemos algunas modificaciones que resultan mas progresivas y beneficiosas para quienes se encuentran privados de libertad, como el control judicial de los traslados y de los agravamientos de las condiciones de la detención, la intervención de los defensores cuando se intenta sancionar disciplinariamente a un interno, la mayor intervención del Patronato de Liberados en el control y seguimiento, incluso de aquellas personas que gozan de arresto domiciliario y/o medida alternativa, etc.-
          Establecimiento de estándares: Tal como vimos, la Corte reafirmó que la Constitución Nacional y los pactos internacionales de derechos humanos a ella incorporados, obligan a brindar un trato digno a las personas privadas de su libertad y que es rol de los jueces controlar que esto se cumpla. 

           La justificación normativa de esta afirmación es clara, ya que se basa directamente en la supremacía constitucional de las normas constitucionales y de los pactos internacionales dotados de igual jerarquía.      

           Lo mismo sucede con la fijación de las reglas de la ONU como estándar válido de materialización de las condiciones de detención ya que la Constitución le reconoce jerarquía constitucional a los instrumentos de derechos humanos en las condiciones de su vigencia, es decir, tal como estos rigen y son interpretados por sus órganos internacionales de aplicación. 

La relevancia de estas Reglas como estándar internacional de condiciones legítimas de detención -así como la del Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión- está sentada específicamente en el Comentario General 21 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas que interpreta el art. 10 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos.

Luego de reestablecer la supremacía de estas normas fundamentales, la Corte sostuvo que la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad - Ley nro. 24.660 sancionada en el año 1996 recepta los estándares mínimos internacionales y constituye el marco mínimo al que las provincias deben ajustar su normativa en materia de ejecución de la pena.

También recordó que esta ley obligaba a las provincias a revisar, dentro del año de sancionada la ley, la legislación y las reglamentaciones penitenciarias y a adecuarlas a su contenido y en consecuencia, exhortó al Poder Ejecutivo Local y al Poder Legislativo Local a dar cumplimiento a este deber de compatibilizar la legislación provincial de ejecución penal con dicha norma.

El art. 75 inc. 22 CN establece que “La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención Sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención Sobre la Eliminación de Todas las

Formas de Discriminación Contra la Mujer; la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención Sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos”.

En el leading case “Ekmekdjian contra Sofovich”, resuelto el 7/07/1992, la Corte Suprema de Justicia de la Nación por primera vez reconoció la jerarquía de los tratados internacionales por sobre las leyes y sostuvo que la interpretación de estos tratados debía efectuarse teniendo como guía decisiones de los organismos internacionales competentes para su interpretación.

Ley 24.660, sancionada el 19/06/1996 y promulgada el 8/07/1996 en su art. 228 establece “La Nación y las provincias procederán, dentro del plazo de un año a partir de la vigencia de esta ley, a revisar la legislación y las reglamentaciones penitenciarias existentes, a efectos de concordarlas con las disposiciones contenidas en la presente”.

Con el dictado de la ley 24.660 parte de la doctrina había argumentado que esta controversia se había zanjado mediante el ejercicio, por parte del Congreso Nacional, de su facultad constitucional de legislar un mínimo de condiciones a las que debía ajustarse toda ejecución de la pena no importando en qué jurisdicción esta tuviera lugar. La autonomía de las provincias sólo implicaba que estas podían aumentar el nivel de protección que este mínimo de naturaleza federal aseguraba.

Significativamente, esta posición había sido sostenida por el Dr. Eugenio Zaffaroni en su obra doctrinaria y fue la que posteriormente receptó la Corte en este caso. En efecto, es recién aquí que por primera vez la Corte convalidó la constitucionalidad de la ley 24.660 en cuanto que el legislador federal impone este deber a las provincias de acatar los estándares en ella establecidos. 

Estableció la Corte  la validez ( constitucionales ) de la ley en tanto “marco reglamentario” de estos derechos constitucionales y por establecer un piso mínimo que no precluye una legislación provincial más progresiva o generosa.

Tal vez para entender la lógica de esta resolución haya que recurrir al fallo que la Corte dictó en el año 2004 en el caso “Romero Cacharane”. En esta oportunidad, la Corte afirmó por primera vez el derecho del interno a la protección judicial, al establecer que las acciones del servicio penitenciario que afectan la modalidad de ejecución de una pena están sometidas al control del juez de ejecución, de la Cámara Nacional de Casación Penal y, eventualmente, de la propia Corte Suprema. (Voto de los jueces Zaffaroni, Maqueda, Petracchi, Fayt, Boggiano y Vázquez). Al fundamentar el fallo, el Máximo Tribunal, en lo que aquí es relevante, explicó que toda alteración en la forma de ejecución de la pena constituye una modificación cuantitativa o cualitativa de la sanción que justifica la revisión judicial para controlar su legalidad y proporcionalidad.
Es menester decir, aunque sea obvio, que la situación preocupante y angustiante de quienes se encuentran privados de libertad y del  servicio penitenciario  Provincial, requiere esfuerzos mancomunados de todos los poderes del Estado para hacer eficaz su finalidad: procurar la adecuada inserción social penados a través de la asistencia y control, en base a un programa de tratamiento interdisciplinario individualizado y con un régimen progresivo por fases en la pena que posibilite la exitosa recuperación de su libertad ambulatoria, procurando que el interno respete la ley y no reincida en el delito.

Por los fundamentos expuestos solicito que los legisladores acompañen este proyecto de ley.

